
  

DECRETO No. 930 
 
 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, 
 

 
 
CONSIDERANDO: 
 

I. Que de conformidad a lo que establece el Capitulo VI, Sección Segunda de 
la Constitución de la República, los municipios gozan de autonomía en lo 
que se refiere a aspectos técnicos, económicos y administrativos; que al 
efecto desarrolla el Código Municipal. 

 
II. Que con el propósito de racionalizar y optimizar las operaciones de crédito 

por parte de las municipalidades, se vuelve necesario dictar las normas 
legales que faciliten el cumplimiento de esta facultad; ya que un exceso 
injustificado en la utilización del crédito, puede generar un significativo 
deterioro en las finanzas municipales, lesionando con ello las oportunidades 
de inversión que pudieran demandarse. 

 
III. Que la utilización responsable del endeudamiento por parte de los 

gobiernos locales, constituye un instrumento de gestión indispensable para 
lograr el desarrollo económico y social en el nivel local, volviéndose 
necesario dictar las normas que les permitan a los gobiernos locales el 
acceso al crédito. 

 
 

POR TANTO: 
 

en uso de sus facultades constitucionales, y a iniciativa de los diputados Julio 
Antonio Gamero Quintanilla y Héctor Ricardo Silva Arguello. 

 
DECRETA: 
 

LEY REGULADORA DE ENDEUDAMIENTO PÚBLICO MUNICIPAL 
 

Art. 1. La presente Ley tiene por objeto establecer los requisitos que deben 
satisfacerse para la contratación, registro y control de las obligaciones financieras que 
constituyen la deuda pública municipal. 
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Para los efectos de esta Ley se entenderá como deuda pública municipal todos 
aquellos créditos cuyos vencimientos sean mayores de un año y como deuda de corto 
plazo, aquellas cuyo vencimiento sea menor o igual a un año. 

 
Art. 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá como ingreso operacional los 

ingresos corrientes más las transferencias del Fondo para el Desarrollo Económico y 
Social de los Municipios, en adelante denominado FODES, y como ahorro operacional 
el resultado de los ingresos operacionales menos los gastos corrientes, del ejercicio 
fiscal anterior. 

 
Art. 3. Las obligaciones de corto plazo que contraigan las municipalidades, así 

como el servicio de la nueva deuda, no podrán superar el límite máximo de 0.6 veces el 
ahorro operacional obtenido por la municipalidad en el ejercicio fiscal anterior. Para su 
contratación deberá contarse con la aprobación del Concejo Municipal. 

 
Art. 4. La deuda pública municipal se destinará exclusivamente para financiar 

obras que permitan obtener ingreso a la municipalidad, para invertirse en infraestructura 
social o económica contemplada en los planes de desarrollo municipal o para 
operaciones de reestructuración de sus pasivos. El endeudamiento municipal deberá 
ser aprobado por el Concejo Municipal. 

 
Art. 5. El límite de endeudamiento público municipal estará determinado por la 

siguiente relación: saldo deuda pública municipal sobre ingresos operacionales del 
ejercicio fiscal anterior, no podrá ser superior al 1 .7 veces. 

 
Art. 6. Toda gestión de deuda pública municipal, deberá ir acompañada de su 

respectiva categorización emitida por el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección 
General de Contabilidad Gubernamental, en base a los siguientes parámetros: 

 
a.-  Generación de Ahorro Corriente, definida por la razón siguiente: 

Ingresos corrientes sobre egresos corrientes. 
 

b.- Índice de Solvencia, definida por la razón siguiente: 
1 .7 menos deuda municipal total sobre ingresos operacionales. 
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c.- Índice de Capacidad, definida por la razón siguiente: 
0.6 menos el resultado del pasivo circulante más el servicio de la deuda 
sobre el resultado del ahorro operacional más los intereses de la deuda. 

 
d.- Índice de Capacidad Total, que se determina de la siguiente manera: 

Generación de ahorro corriente más el índice de solvencia más el índice 
de capacidad. 
 
 

De acuerdo a los resultados de la aplicación de estos indicadores, las 
municipalidades se categorizarán de la siguiente manera: 

 
 
Categoría A. Si el índice de capacidad total es mayor que cero y los indicadores 

de solvencia y capacidad son positivos, la municipalidad podrá contraer deuda sin 
exceder los límites establecidos en esta Ley. 
 
 

Categoría B. Si el índice de capacidad total es cero o mayor que cero y el 
indicador de capacidad resulta negativo, la municipalidad podrá contratar deuda 
siempre y cuando el proyecto a financiar le genere un retorno que le permita mejorar 
sus indicadores, para lo cual deberá diseñar y ejecutar un plan que fortalezca sus 
finanzas, pudiendo considerarse dentro del mismo, la reestructuración de los pasivos. 
 
 

Categoría C. Si el índice de capacidad total es negativo, la municipalidad no 
tiene capacidad de endeudamiento y deberá diseñar y ejecutar un plan que fortalezca 
sus finanzas, pudiendo considerarse dentro del mismo, la reestructuración de los 
pasivos. 
 
 

En ningún caso la municipalidad con ahorro operacional o índice de solvencia 
negativo, podrá contratar crédito, con excepción de aquellos que le permitan 
reestructurar sus pasivos. 
 
 

Art. 7. La categorización de las municipalidades, será determinada al menos dos 
veces al año, con base a los Estados Financieros cerrados al 31 de diciembre del 
ejercicio anterior y al 30 de junio del ejercicio vigente. Dichos resultados serán 
certificados por la Dirección General de Contabilidad Gubernamental del Ministerio de 
Hacienda, cuando la municipalidad lo solicite. 
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Para tales fines, existirá un único sistema contable en cada municipalidad que 

satisfaga sus requerimientos operacionales y gerenciales y que permita y facilite la 
integración de las transacciones patrimoniales y presupuestarias, bajo el sistema 
contable establecido por la Dirección General de Contabilidad Gubernamental; para los 
efectos de esta Ley, los términos y parámetros se definirán de la misma forma que en la 
contabilidad gubernamental. 

 
Para establecerla categorización de un municipio, deberá existir coincidencia 

entre la información ingresada por la administración municipal en el Sistema Contable y 
aquella usada por la Dirección General de Contabilidad Gubernamental del Ministerio 
de Hacienda. 

 
Art.8. El Ministerio de Hacienda, por medio de la Dirección General de 

Contabilidad Gubernamental, dispondrá de un máximo de 20 días hábiles para certificar 
el resultado de dicha categorización, siempre y cuando cuente con los Estados 
Financieros de la Municipalidad solicitante. En el caso de que el Ministerio de Hacienda 
disponga de la información financiera de la municipalidad y no entregue el resultado de 
dicha categorización en el plazo establecido, los acreedores podrán aceptar la 
información que presente la municipalidad. 

 
Art.9. El Ministerio de Hacienda a través de la Dirección General de Contabilidad 

Gubernamental, tendrá a su cargo el registro de la deuda pública municipal. Para tal 
efecto las municipalidades están obligadas a presentarle la información de cada uno de 
los créditos contratados a más tardar 5 días hábiles después de realizada la operación. 
El Ministerio de Hacienda, deberá presentar informe anual sobre la situación del 
endeudamiento público municipal a la Asamblea Legislativa, a más tardar el 30 de 
marzo del siguiente año fiscal. 

 
Art.10. Las municipalidades deberán incorporar en sus respectivos presupuestos 

y proyecciones financieras todas ¡as obligaciones derivadas del endeudamiento público, 
a fin de dar cumplimiento a sus compromisos de servicio de la deuda, y poder 
determinar su capacidad de pago. 
 

Art.11. Se prohíben los actos administrativos de las municipalidades que de 
cualquier modo comprometa el crédito público, sin previa autorización escrita del 
Concejo Municipal en la forma y de acuerdo a los procedimientos que establece el 
Código Municipal. Las operaciones de crédito público realizadas en contravención a lo 
dispuesto en este artículo son nulas, sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil en 
que incurran los que las hayan autorizado. 
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Art.12. En aquellos casos en los que el Estado concurra en su calidad de garante 

en un tramite de crédito ante un organismo financiero internacional, o cuando el 
incumplimiento afecte los desembolsos de otros créditos con ese organismo, el 
Ministerio de Hacienda podrá hacer debitar las transferencias de capital que de acuerdo 
al FODES le corresponda a aquellas municipalidades que no cumplan en término con el 
pago del servicio de la deuda pública, por el monto de dicho servicio y efectuarlo 
directamente al organismo de que se trate. 

 
Sin perjuicio de lo estipulado en el inciso anterior, el incumplimiento del servicio 

de la deuda pública dará lugar a que el Ministerio de Hacienda suspenda los trámites 
que la municipalidad infractora tuviere pendiente con éste para la obtención de nuevos 
financiamientos que impliquen operaciones de crédito público. 

 
Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la responsabilidad en 

que incurran los funcionarios respectivos de conformidad con esta Ley. 
 
Art. 13. Para el otorgamiento de créditos, las instituciones financieras deberán 

exigir la presentación del documento en que conste la categorización del Ministerio de 
Hacienda y la certificación del punto de acta en que el Concejo Municipal autoriza el 
nuevo endeudamiento. 

 
Art. 14. La Corte de Cuentas de la República, será la encargada de supervisar el 

cumplimiento de esta Ley. 
 
Art. 15. Derógase el Decreto Legislativo No. 733, de fecha 14 de julio del 2005, 

publicado en el Diario Oficial No. 147, Tomo No. 368, del 12 de agosto del 2005. 
 
Art. 16. El presente Decreto entrará en vigencia el 1° de enero del año dos mil 

seis, previa publicación en el Diario Oficial. 
 
DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los 

veintiún días del mes de diciembre del año dos mil cinco. 
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